
Los sectores afines al expresi-
dente de Bolivia Evo Morales
(2006-2019) decidieron ayer
hacer una “pausa humanitaria”
en los bloqueos de vías que sos-
tienen desde hace dos semanas
para forzar la candidatura del
exgobernante en las elecciones
nacionales del 17 de agosto.

“Determinamos una pausa
humanitaria en la movilización
nacional en carreteras, mientras
se realice una investigación in-
ternacional exhaustiva, trans-
parente e independiente de to-
dos los hechos provocados por
la intervención policial y militar
instruida por el gobierno de
Luis Arce”, dicta su pronuncia-
miento.

Asimismo, indicaron que
mantendrán “otras medidas de
presión” hasta lograr que “re-
nuncie” el gobierno de Arce.

Presión en las calles
para conseguir la
habilitación

Los seguidores del exmanda-
tario iniciaron hace dos sema-
nas un bloqueo de carreteras en
varias regiones de Bolivia en
pos de conseguir la habilitación
del exmandatario como candi-
dato en las próximas elecciones
nacionales, a lo que se suman
exigencias para que el Ejecutivo
resuelva la falta de dólares y

combustibles.
El miércoles, tres policías fa-

llecieron por heridas de bala
mientras intentaban llegar a la
localidad de Llallagua, en el
norte del departamento de Po-
tosí, donde manifestantes ataca-
ron a pobladores que trataban
de despejar las vías.

Otro agente murió en la cen-
tral región de Cochabamba tras
ser retenido por los bloqueado-
res, quienes supuestamente ac-
tivaron un explosivo adherido a
su cuerpo.

A esto se suma el deceso de
un civil, presuntamente segui-
dor del expresidente, que mani-
puló mal un explosivo, y el de

un joven universitario que fue
golpeado hasta morir tras ser
acusado de “informante de la
policía”.

Sin embargo, Evo Morales
(2006-2019) dijo ayer, durante
su programa en la emisora coca-
lera Kawsachun Coca, que lo
ocurrido en Llallagua fue algo
“bien montado” por el gobierno
para culpar al movimiento cam-
pesino.

También señaló que, presun-
tamente, en la acción militar y
policial de desbloqueo en Lla-
llagua hubo varios manifestan-
tes muertos de los que “no se co-
munica nada”, aunque no dio
nombres ni detalles al respecto.

Dos semanas de movilizaciones en Bolivia: 

Seguidores de Evo Morales
suspenden bloqueos de vías
que dejaron seis muertos
El exmandatario acusó un montaje por parte del gobierno.
EFE

MILITARES PATRULLAN la localidad de Llallagua, que fue escenario de la
violencia protagonizada por los seguidores de Evo Morales.
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Con un silencio total, miles de
colombianos salieron ayer a las
calles del país para decirle “no” a
la violencia en una manifestación
pacífica en la que expresaron su
apoyo al senador y precandidato
presidencial Miguel Uribe Tur-
bay, gravemente herido el fin de
semana pasado en un atentado.

En Bogotá, una multitud llenó
la Plaza de Bolívar, en el centro de
la ciudad, donde culminó la
“Marcha del silencio”, una cami-
nata que partió del Parque Nacio-
nal, donde un río de gente vestida
de blanco o con camisetas de la
selección de fútbol se concentró
para iniciar la movilización.

Con pancartas en las que se

leían consignas como “Estamos
contigo. ¡Fuerza, Miguel! Noso-
tros también somos pueblo”, “En
silencio levantamos nuestras vo-
ces. La vida es sagrada” o “Eleva-
mos la voz por la vida, por ti, Mi-
guel. El odio no detendrá tu cami-
nar por un mejor país”, los asis-
tentes expresaron su solidaridad
con el político de 39 años, sena-
dor del partido uribista Centro
Democrático, y le desearon recu-
peración.

“Éxito en la plaza de Bogotá.
Un pueblo unido por la paz”, di-
jo, por su parte, el Presidente
Gustavo Petro en X.

La manifestación fue convoca-
da por políticos de diferentes par-
tidos para dar una voz a la socie-
dad y reclamar al gobierno de Pe-

tro moderación en el lenguaje, y
que la violencia no sea protago-
nista de la campaña para las elec-
ciones legislativas y presidencia-
les de 2026. 

La policía ya ha detenido a tres
supuestos implicados en el cri-
men. Un joven de 15 años está
acusado de ser el autor material
del atentado, mientras que un
adulto es sospechoso de ser res-
ponsable de la “logística” del ata-
que. Las autoridades colombia-
nas informaron de la detención
de una mujer en el sur del país,
aunque no dieron detalles de su
supuesto rol. 

Según el periódico El Tiempo,
uno de los detenidos aseguró que
el autor intelectual del atentado
reside en Ecuador. 

Manifestación en apoyo a Miguel Uribe Turbay:

Colombianos rechazan violencia
en la “Marcha del silencio”
Ya hay tres detenidos por el atentado contra el senador. El autor
intelectual podría estar en Ecuador, según la prensa local.
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LAS CALLES DE CALI también se movilizaron contra la violencia en Colombia.
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CRISTINA FERNÁNDEZ dijo que se entregará este miércoles a la justicia.
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La expresidenta argentina
C r i s t i n a F e r n á n d e z
(2007-2015) —quien
también ha sido vicepre-

sidenta, senadora y en septiembre
próximo esperaba convertirse en
diputada de la provincia de Bue-
nos Aires— no podrá volver a ser
candidata ni ocupar un cargo pú-
blico tras el fallo unánime de la
Corte Suprema, que ratificó una
condena en su contra de seis años
de prisión e inhabilitación perpe-
tua por corrupción. Pero Fernán-
dez, que este miércoles se entrega-
rá a la justicia, niega los cargos y
afirma ser víctima de lawfare, es de-
cir, una persecución judicial que
tiene como objetivo eliminarla de
la escena política, tal como han de-
nunciado diferentes líderes iz-
quierdistas en la región, como Luiz
Inácio Lula da Silva o Rafael Co-
rrea, cuando han enfrentado pro-
blemas con la justicia.

“Esta sentencia no es judicial, es
política, para proscribir a la presi-
denta de nuestro partido”, dijeron
tras el fallo miembros del peronista
Partido Justicialista (PJ) —que li-
dera Fernández—, al acusar al Po-
der Judicial de lawfare. Se trata de
un término que se traduce como
“guerra jurídica” y que según los
expertos se refiere a la instrumen-
talización de la justicia con fines
políticos, como deslegitimar a un
rival ante la opinión pública o in-
habilitarlo políticamente. Los tres
jueces de la Corte Suprema “son
tres monigotes que responden a
mandos naturales muy por encima
de ellos”, dijo en ese sentido la ex-
presidenta.

Tanto el fiscal del caso Vialidad
como los tres jueces del Tribunal
Oral Federal 2 que en diciembre de
2022 dictaron la sentencia de pri-
mera instancia en esta causa contra
la exmandataria fueron nombra-
dos durante los gobiernos de Cris-
tina Fernández. 

Fernández fue condenada luego
de que el tribunal comprobara irre-
gularidades en la concesión de 51
obras públicas en la provincia de
Santa Cruz durante los gobiernos
de su marido, Néstor Kirchner
(2003-2007), y los encabezados
por ella, entre 2007 y 2015. Pero se-
gún la exmandataria, un jefe de Es-
tado no debería ser responsabiliza-
do por cómo se manejan las licita-
ciones públicas, ya que son admi-
nistradas por otras instancias, y
confirmó que recurrirá su condena

a la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos (CIDH).

“Hoy (la denuncia del lawfare) es
una mera excusa que usan los per-
seguidos, para dar una pátina de
épica a la persecución penal que
sufren”, plantea Roberto Gargare-
lla, abogado y sociólogo de la Uni-
versidad de Buenos Aires. “Ahora
bien: es cierto, en cambio, otro pro-
blema, tal vez mayor, que es el del
permanente intento del poder en
ejercicio por controlar a la justicia
(...). En otros términos, dada la ha-
bitual crisis de la independencia ju-
dicial en América Latina, el Poder
Judicial se encuentra muy trastoca-
do, y motivado más por cuestiones
de interés, dinero o miedo, que por
principios jurídicos”, agrega.

“Método de defensa
ante investigaciones”

“¡Fuerza, Cristina! ¡Fuerza, Ar-
gentina! ¡Basta de lawfare! Derró-
tennos —si es que pueden— en las
urnas”, dijo en apoyo a Fernández
Rafael Correa, expresidente de
Ecuador (2007-2017), y quien ha
postulado que el lawfare en la re-
gión está siendo usado como he-
rramienta política por la derecha
para atacar a líderes izquierdistas,

incluido él mismo.
Correa, que desde 2017 vive en

Bélgica, fue condenado a ocho
años de prisión por el caso “Sobor-
nos 2012-2016”, por recibir “apor-
tes indebidos” para su movimien-
to político, Alianza País, a cambio
de la adjudicación de millonarios
contratos del Estado con diferentes
empresas, entre ellas, la construc-
tora brasileña Odebrecht. 

Otro líder izquierdista que ha
denunciado lawfare es el actual Pre-
sidente brasileño, Luiz Inácio Lula

da Silva, quien estuvo preso 580
días entre 2018 y 2019 tras ser con-
denado por corrupción en el caso
“Lava Jato”, y que lo dejó fuera de
las presidenciales de 2018. La con-
dena fue posteriormente anulada
luego que la justicia determinara
que el juez que lo declaró culpable,
Sergio Moro, había sido parcial.

“Vivimos una reedición del Plan
Cóndor, ya no con militares, sino
con jueces serviles a las oligar-
quías”, escribió en X el expresiden-
te boliviano Evo Morales (2006-

2019) en apoyo a Cristina Fernán-
dez. Él también ha denunciado ser
víctima de su propia “brutal gue-
rra jurídica”, supuestamente or-
questada por el actual mandatario
Luis Arce, después de que la fisca-
lía ordenara su detención por un
caso de presunto abuso a una me-
nor cuando ejercía el poder, y tras
su inhabilitación para competir en
las presidenciales de agosto.

“No cabe duda de que en gran
parte de Latinoamérica se ha ob-
servado una tendencia a la politi-

zación de la justicia. El ejemplo
más reciente se da en México, don-
de, como resultado de las recientes
elecciones, el sistema judicial está
ahora subordinado al partido polí-
tico dominante, Morena. (...) Pero
si bien la guerra jurídica es real y
prevaleciente, también existen nu-
merosos ejemplos de fallos judicia-
les serios y acordes con los más al-
tos estándares profesionales, y es
cada vez más común que los políti-
cos invoquen lawfare para defen-
derse de las investigaciones judi-
ciales”, dice a “El Mercurio” Mi-
chael Shifter, expresidente de Diá-
logo Interamericano. 

Movilizar a 
la opinión pública

Los expertos sugieren, ade-
más, que el lawfare sirve a los po-
líticos para movilizar a la opinión
pública. “Mi impresión es que en
Argentina, al menos, hay mucha
tolerancia a la corrupción y a go-
biernos que no aceptan los con-
troles naturales de una democra-
cia constitucional. Esto es un sus-
trato fértil para que se sientan co-
m o v e r o s í m i l e s l a s
manipulaciones identificadas co-
mo lawfare. En otras palabras, in-
dependiente de la veracidad de la
invocación, ciertos sectores son
bastante permeables a la duda”,
comenta María Cristina Girotti,
abogada y experta en Derecho
Constitucional.

“Aunque la guerra jurídica no se
limita a Latinoamérica. Es una ten-
dencia global”, agrega Shifter. “Tal
vez el maestro en señalar la politi-
zación del sistema de justicia para
protegerse sea el Presidente Do-
nald Trump, quien utilizó la gue-
rra jurídica en Estados Unidos para
construir y aumentar su apoyo po-
lítico en las elecciones de 2024 (ver
recuadro)”.

Líderes como Evo Morales y Lula cuestionaron la independencia judicial:

El lawfare, el polémico recurso
político que revive en la
izquierda regional tras la

condena a Cristina Fernández

EVA LUNA GATICA

La exmandataria
argentina fue
sentenciada a seis
años de prisión e
inhabilitación
perpetua en un caso
por corrupción,
pero ella denuncia
persecución judicial
y política.

Donald Trump también es
parte de los mandatarios que
han dicho ser víctima de una
“cacería de brujas”, luego de
que previo a su llegada a la
pres idenc ia en 2025 se
abrieran al menos cuatro
causas judiciales en su con-
tra: por encubrir pagos a la
exactriz porno Stormy Da-
niels (por el que fue encon-
trado culpable); por el intento
de revertir los resultados de
las elecciones de 2020; por
retención indebida de docu-
mentos clasificados y por el
asalto al Capitolio de 2021. 

El brasileño Jair Bolsona-
ro, inhabilitado para postu-
larse a e lecciones hasta
2030, por afirmar falsamen-
te que el sistema electoral de
Brasil era vulnerable al frau-
de, y más recientemente, por
la investigación que lo acusa
de liderar un intento de golpe
contra Lula, también ha ale-
gado lawfare.

n También
en la derecha

El fallo contra Cristina Fernández hizo que las cau-
sas judiciales que han golpeado a otros mandatarios
vuelvan a cobrar relevancia en Argentina.

El más reciente es el expresidente Alberto Fer-
nández (2019-2023), quien enfrenta una investi-
gación por “lesiones leves y graves agravadas por
violencia de género” y “amenazas coactivas” contra
su expareja Fabiola Yáñez, en dos actos que habrían
ocurrido durante su presidencia. Mientras que en
pandemia fue denunciado por haber violado un de-
creto de confinamiento al participar de una fiesta en
la Residencia de Olivos en 2020. 

Su predecesor, Mauricio Macri (2015-2019),
enfrenta múltiples investigaciones, algunas de cuan-
do era jefe de gobierno porteño. Macri fue imputado
en una causa por escuchas ilegales, y como Presiden-

te fue acusado de espionaje ilegal a familiares de los
tripulantes del ARA San Juan, un submarino que de-
sapareció en 2017, y por contrabando de armas a
Bolivia. Por otro lado, tiene abierto un expediente
que investiga si favoreció la condonación de una deu-
da de casi US$ 300 millones a la empresa Correo Ar-
gentino S.A., vinculada a su familia. 
Cristina Fernández tiene la mayor cantidad de
procesos abiertos, entre ellos, la causa por la firma
del memorándum de entendimiento con Irán (en
donde fue denunciada por el presunto encubrimiento
del atentado a la AMIA); el caso los Sauces-Hotesur
(en el que se la investiga por presunto lavado de di-
nero y asociación ilícita) y los cuadernos de las coi-
mas (en el que se la acusa de haber liderado un pre-
sunto sistema de recaudación de sobornos).

n Los procesos de los presidentes argentinos
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